STJSL-S.J. – S.D. Nº  159 /14.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecinueve días de diciembre de dos mil catorce, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO- Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrase en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “BAEZ SALVADOR ALEJANDRO y OTROS c/ IMPECO S.A. y/o QUIEN RESULTE RESPONSABLE s/ COBRO DE PESOS- LABORAL- RECURSO DE CASACION”. IURIX. N° 69932/4

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA  y OSCAR EDUARDO GATICA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: 1) Que a fs. 417/427 vta., se presenta los apoderados de los actores y fundan recurso de casación interpuesto a fs. 390, contra la Sentencia Definitiva Nº 103/12, de fs. 379/384 vta., en fecha 06/11/12, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial.-
Manifiestan, que el fallo que recurren carecen de una correcta y justa fundamentación normativa, atento a la errónea interpretación de las normas legales aplicadas en el caso concreto y la falta de aplicación de la normativa en la cual debió fundarse.-

Sostiene que la sentencia es arbitraria, porque parte de una base no real ni legal para determinar que el plazo de dos años para que opere la prescripción corre desde el 31 de enero de 2002, cuando lo correcto y legal es que ese plazo de los dos años, se debe computar para cada uno de los actores, desde que venció la última cuota de pago que fijaran las partes en el convenio celebrado en sede administrativa.-

Alegan, que al demandar, citan la plena aplicabilidad del Art. 3957 del Código Civil, donde el vencimiento del término, que menciona este artículo, se produce cuando se paga la última cuota, no antes, por eso es totalmente errónea la aplicación al caso del art. 256 de la LCT, que se toma como fundamento en la sentencia.-

Agregan, que habiendo existido actuación administrativa, los plazos para que operara la prescripción, estuvieron suspendidos por seis meses, conforme lo dispone el art. 257 de la LCT.-

Que corrido traslado a la contraria, esta contesta a 439/445 vta., solicitando el rechazo del recurso con costas.- 

2) Que a fs. 470/472 vta. obra dictamen del Sr. Procurador General, que se expide por el rechazo del recurso de casación.-

3) Que corresponde en primer término determinar si se cumplen los requisitos establecidos por la Ley de Casación, a efectos de la admisibilidad del recurso en estudio.-

Que, del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo; gozando del beneficio de gratuidad por ser obreros y actores, siendo la resolución que se impugna una sentencia definitiva, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en el art. 286 y 289 del C.P.C. y C., debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc. a, del C.P.C. y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.-

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: 1) Este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente en el sentido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cual es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. STJSL, “Kravetz Elias Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).-

Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación es que solo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2da. Edición, p.213 -  STJSL. “Chávez Mirta Nora C/ Obra Social Personal De Ind. Químicas Y Petroquímicas S/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).-
En ese orden de ideas se debe recalcar que la fundamentación del recurso por alguna de las causales establecidas en el art. 287 del C.P.C. y C., exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así los argumentos de la impugnación deben dirigirse directa y concretamente en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión.-

Que en armonía a lo que prescribe el art. 301 inc. b) del C.P.C. y C., debe dilucidarse si en la resolución recurrida existen alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta asimismo, caso contrario, el recurso deducido no podría prosperar (Cfr. Fallo citado ut supra).-
2) Que analizados los hechos, considero procedente el recurso casatorio, compartiendo la conclusión arribada por la Juez de Primera Instancia en su sentencia interlocutoria de fecha 29/11/2010,  fs. 293/299, la que se ha adecuado a los hechos comprobados y acreditados en la causa.-

Que en el caso, el a quo al analizar la defensa de prescripción opuesta por la accionada en autos, consideró que el plazo bienal liberatorio respecto del reclamo deducido por los actores por diferencias en la indemnización, debía computarse en los términos del art. 3.857 del C.C., a partir del vencimiento de la última cuota de cada convenio, las cuales no habían operado al momento de la interposición de la acción en ninguno de los casos. Agrega, asimismo, que los acuerdos celebrados importan actuación administrativa en los términos del art. 257 del la LCT, y que al no encontrarse homologados, queda abierta la vía judicial, con tal sustento desestimó el planteo propuesto por la demandada para repeler la acción deducida.-

Que apelada dicha sentencia, la Excma. Cámara recova en este punto, haciendo lugar a la prescripción de la acción laboral.-

3) Entrando en el análisis de la cuestión, la fecha de exigibilidad del crédito, y que es aquélla en que se tiene expedita la acción para su cobro, debe computarse como punto de partida del plazo de prescripción (Cfr. SCBA. causas L. 80.604, sent. del 18-IX-2002; L. 50.927, sent. del 2-III-1993; L. 41.927 bis, sent. del 2-V-1989).-

En tal sentido, no cabe asignar al pago insuficiente de la deuda, la aptitud de modificar o prolongar el cómputo del plazo de prescripción, la que se inició, como bien lo entendió la Cámara, al momento de tornarse exigible el crédito de los accionantes, esto es en oportunidad de producirse la desvinculación laboral prevista para el cobro de las indemnizaciones originadas por la extinción del contrato de trabajo que los uniera y cuya diferencia se reclama en autos.-

Como una consecuencia lógica de la normativa y de la doctrina aplicable al caso, los convenios conciliatorios suscriptos por los actores en fecha 31/01/02, donde se les comunicó el despido, marcaron el punto de arranque del plazo de prescripción establecido por el art. 256 de la Ley de Contrato de Trabajo.- 

 “El pago insuficiente de los créditos derivados de la extinción del contrato de trabajo, aunque se lo hubiere efectivizado en fecha ulterior a ésta, no incide en el curso del plazo de la prescripción de la acción por el cobro de las diferencias, iniciado en oportunidad de perfeccionarse el despido.” (Cfr. SCBA. LP L 95494 S “Borzani, Erved Rubén y otros c/ E.S.E.B.A. S.A. s/ Bonificación por jubilación, art. 9 Convenio colectivo de trabajo 36/75”. 23/09/2009, www.scba.gov.ar., Acceso: 06/10/14).- 

 “La fecha de disolución del contrato de trabajo define el punto de partida del plazo de prescripción de la acción destinada a percibir los créditos derivados de dicha extinción”. (Cfr. SCBA LP L 95494 S “Borzani, Erved Rubén y otros c/ E.S.E.B.A. S.A. s/ Bonificación por jubilación, art. 9 Convenio colectivo de trabajo 36/75”, 23/09/2009, www.scba.gov.ar, Acceso: 06/10/14).-
Dice César Arece, “El plazo de prescripción comienza a computarse desde que el crédito es exigible. En el caso de las indemnizaciones por antigüedad, omisión de preaviso e integración del mes de despido, sea despido sin causa, con causa o indirecto, el plazo de prescripción comienza a caminar a partir de la comunicación rescisoria y el nacimiento de la acción resarcitoria. La comunicación rescisoria sin causa, con invocación de causa o causal discutida permite al trabajador entablar la acción respectiva”. (Cfr. Ley de Contrato de Trabajo. Coordinador Raúl H. Ojeda. ED Rubinzal Culzoni. Año 2011. Titulo XIII. Pág. 610/611).-

4) Aclarado, entonces, desde donde se computa el plazo bianual del art. 256 de la LCT, queda por determinar si estos convenios llevados a cabo en sede administrativa laboral, resultan interruptivos del término de prescripción.-

Que el art. 257 del la LCT, prevé la interrupción por un lapso no mayor a seis (6) meses, del curso de prescripción durante el trámite de la reclamación ante la autoridad administrativa del trabajo.-

   Que la Excma. Cámara, desconoce el carácter interruptivo de estos convenios conciliatorios.-

Ahora bien, sin lugar a dudas, estamos ante una actuación administrativa, cuya homologación fue desestimada en cada uno de los expedientes administrativos, por la Autoridad del Programa de Relaciones Laborales, en razón de existir diferencias en la liquidaciones practicadas; o sea, que en los términos del art. 15 de la LCT, esos acuerdos conciliatorios no alcanzaron una justa composición de los derechos e intereses de los trabajadores, careciendo de validez.-

    La validez de los convenios transaccionales, conciliatorios o liberatorios, esta supeditado a la resolución fundada de la autoridad administrativa o judicial, que acredite que mediante tales actos se ha alcanzado una justa composición de los derechos e intereses de las partes.-

 “Tal como lo establece el art. 15 de la Ley de Contrato de Trabajo los acuerdos conciliatorios en materia laboral sólo serán válidos cuando se realicen con intervención de la autoridad judicial o administrativa y mediare resolución fundada de cualquiera de éstas que acredite que mediante tales actos se ha alcanzado una justa composición de los derechos e intereses de las partes. El requisito de la homologación judicial aparece edificado sobre los principios protectorios de la disciplina, como recaudo constitutivo de validez de los acuerdos transaccionales. En consecuencia, los modelos autocompositivos que admite el ordenamiento procesal no son aptos por sí mismos para concluir el proceso del trabajo, desde que todos ellos requieren de una decisión motivada en un riguroso análisis del mérito y la legalidad del acuerdo que proponen las partes. Luego, la voluntad que expresa la homologación, en cuanto fundada en la comprobación de la existencia de una composición "justa" -y de tal modo integrada al propio acuerdo para el reconocimiento de su validez- tiene naturaleza constitutiva, de manera tal que las atribuciones provenientes de él, definitivamente incorporadas al patrimonio del trabajador, gozan de la tutela inmanente al orden público laboral”. (SCBA LP L 87983, B56775. “Olivera, Carlos Albero. c/ Transportes Automotores La Plata S.A. s/Despido reclamo de las diferencias salariales”. 26/12/12. www.scba.gov.ar. Acceso: 07/10/14).-

Que en tal sentido, estimo, teniendo en cuenta las particulares circunstancias del sub lite, que el trámite administrativo resultó idóneo para interrumpir el curso de la prescripción, no encontrándose prescripta la acción laboral al 25/06/04, desde que por el plazo de seis meses se vieron interrumpidos sus términos, lo que ante la falta de homologación administrativa, permite mantener indemne el derecho de los actores al reclamo de diferencias salariales.-

Luis MOISSET de ESPANÉS, “Las gestiones administrativas trasuntan una actividad; en consecuencia, en las hipótesis en que el orden jurídico admite que puedan afectar el plazo de prescripción, debe concederles efecto interruptivo, como lo ha dispuesto la normativa laboral”.-

Si las actuaciones administrativas terminan antes de los seis meses, el nuevo plazo de dos años comenzará a correr en el instante en que concluye; si se prolongan más, comenzará a correr a los seis meses de haberse iniciado las gestiones administrativas.-
“La ley sólo ha previsto una forma de interrupción de la prescripción, lo que no descarta otras provenientes de la aplicación del Código Civil, asignándose tal efecto al reclamo efectuado ante la autoridad administrativa del trabajo por el plazo que dure el trámite, pero en ningún caso por más de seis meses de su iniciación, no cupiendo distinguir entre el reclamo administrativo que viene impuesto como exigencia previa a la instancia judicial y el que voluntariamente formula el trabajado” (Cfr. SCBA LP L 86972, B59785, H. ,D. E.  c/ L. P. d. B. A. s/Accidente de trabajo”,  02/12/2009. www.scba.gov.ar, Acceso: 06/10/14).-
En autos, conforme constancias administrativas, la actividad ante el Programa de Relaciones Laborales concluyó en el mes de julio de 2002 -en diferentes fechas según los actores-, con el rechazo de los pedidos homologatorios, es decir a los seis meses de iniciado el trámite administrativo, 31/01/02, por lo que la prescripción de la acción laboral computada desde dicho momento, operaba en  julio de 2004.-
5) Agrego a lo expresado, que el instituto de la prescripción como modo de liberarse de las obligaciones por el transcurso del tiempo, como todo aquel instituto que aniquile un derecho, debe admitirse con carácter restrictivo. El citado instituto jurídico, al igual que en otras disciplinas, se nutre primordialmente de una premisa que resulta esencial para su concreción, cual es el desinterés del titular de la acción, lo que se conjuga con una medida temporal de esa actitud abdicatoria; o sea que debe resultar acreditado incontestable, que aquél se ha marginado voluntariamente de procurar la vigencia de su derecho.-

La demanda judicial intentada dentro de los términos de ley, ante la no composición de los créditos laborales convenidos en sede administrativa, demuestra en forma auténtica, que los actores no han abandonado sus créditos y que su propósito es no dejarlo perder.-

Que en consecuencia, efectuando una interpretación armónica de la normativa laboral, arts. 12, 15, 256, 257, 260 y concordantes de la Ley de Contrato de Trabajo, y en resguardo del proteccionismo constitucional del trabajador, garantizado en nuestra Constitución Provincial, art. 59, Constitución Nacional -art. 14 bis-, y en los Tratados Internacionales con jerarquía constitucional, estimo ajustado a derecho la solución que propicia la a quo, por lo que atendiendo a los principios de justicia social, y a los principios generales del derecho laboral, corresponde hacer lugar a los agravios, revocando la sentencia de la Excma. Cámara.-

“Los fines de la legislación laboral responden a un postulado tuitivo en beneficio del trabajador, con el objeto de mantener el equilibrio entre las partes contratantes por la debilidad de aquél frente a su empleador, principio que encuentra fundamento constitucional en el art. 14 bis de la Constitución Nacional y ha sido receptado en la Ley de Contrato de Trabajo, entre otras, en las normas de sus arts. 7, 9 y 12, así como en el art. 39 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires”.  (Cfr. SCBA LP L 80076, B59471 “García, Ricardo Claudio y otro c/ Club Atlético Aldosivi Asociación Civil s/ Despido”, 12/12/2007. www.scba.gov.ar, Acceso: 06/10/14).-
“Ello pues el proceso no debe concebirse en términos sacramentales, en tanto cada pleito nace y se desarrolla con particularidades que lo hacen pasible de un análisis singular, impidiendo la aplicación automática de las normas. Y tal como ha sido sostenido en precedentes de este Tribunal, en caso de duda debe propiciarse la interpretación más favorable al trabajador, conforme al principio hermenéutico de jerarquía constitucional incorporado en el art. 39 inc. 3º de la Constitución Provincial. (Cfr.. causa B. 55.798, sent. del 18-VIII-1998, "D.J.B.A.", 155-211)”. (SCBA LP L 81472 S “Agosta, Hilda c/ Provincia de Buenos Aires s/Accidente de trabajo. Ley 9688”,  18/07/2007. www.scba.gov.ar, Acceso: 06/10/14).-

6)  Por tal motivo, corresponde destacar que, con la casación se solicita el reexamen de la sentencia para aplicar en su caso la corrección jurídica juzgando la legalidad de la misma y asegurando la recta y uniforme aplicación de la ley. (Cfr. S.T.J.S.L., “Camilli Héctor Adolfo- Bustos Luis C. y Anello De Bustos A.E.  c/ Páez Francisco y Correa De Paéz  Rosalía – Medida Preliminar - Prueba Anticipada s/ Recurso de Casación”, 27-10-2007), debiendo surgir ello de los fundamentos esgrimidos por el recurrente, lo que acontece en autos.-

Asimismo, según el principio receptado desde antiguo (iura novit curia), la aplicación de las normas y principio jurídicos, quedan, más allá de las alegaciones de las partes, reservadas al juez por ser custodia del derecho y guardián de sus significados éticos profundos. Los magistrados pueden enmendar el derecho mal invocado y suplir el omitido, sin infracción al principio de congruencia, puesto que es a los jueces quien le corresponde calificar jurídicamente las circunstancias fácticas acreditadas (Cfr. SCBA, C 100460 “Bustos, Daniel c/ de Fradua, Jorge y otro s/ Cumplimiento contractual”, 04/04/12. www.scba.gov.ar.).-
En definitiva y como consecuencia de lo expuesto, considero que la Excma. Cámara ha interpretado erróneamente el derecho correspondiente al caso, surgiendo así que se dan los presupuestos señalados en el art. 287 C.P.C. y C., por lo que deviene procedente el recurso articulado.-  

Por ello, y oído al Sr. Procurador General, corresponde hacer lugar al recurso de casación, por lo que VOTO a esta cuestión por la AFIRMATIVA.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA y CUARTA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores corresponde HACER  LUGAR AL RECURSO DE CASACIÓN, y  CASAR PARCIALMENTE la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial, en lo que fuera objeto de agravio, confirmando la sentencia de Primera Instancia. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas TERCERA y CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: Imponer las costas de las tres instancias a la parte vencida (arts. 68 y 69, Código Procesal).-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, diciembre diecinueve de dos mil catorce.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) HACER  LUGAR AL RECURSO DE CASACIÓN, y  CASAR PARCIALMENTE la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial, en lo que fuera objeto de agravio, confirmando la sentencia de Primera Instancia.- 
II) Costas de las tres instancias a la parte vencida (arts. 68 y 69, C.P.C. y C.).-
REGISTRESE  y NOTIFIQUESE.-
No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ por encontrarse excusado.- 

                                                                                                 ///…

///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA  y LILIA ANA NOVILLO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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